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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR  

SENTENCIA No.067/2021 

SALA DE DECISIÓN No. 004 

 

 Cartagena de Indias D.T y C., treinta (30) de julio de dos mil dos mil veintiuno 

(2021) 

 

I.- IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO, RADICACIÓN Y PARTES INTERVINIENTES 

 

Medio de control NULIDAD SIMPLE 

Radicado 13-001-33-33-014-2016-00597-01 

Demandante CAMACOL BOLÍVAR 

Demandado CORVIVIENDA 

Tema 

Nulidad del artículo 4 de la Resolución 025 de 2016 

proferida por Corvivienda, por no tener el gerente de la 

entidad competencias para fijar valores o porcentajes 

por concepto de la expedición del CERTIVIS, y mucho 

menos que dicha competencia fuera delegada por el 

Concejo Distrital de Cartagena mediante acuerdo 

distrital. 

Magistrado Ponente  MOISÉS RODRÍGUEZ PÉREZ 

 

II.- PRONUNCIAMIENTO 

 

Procede la Sala Fija de Decisión No. 0041 del Tribunal Administrativo de Bolívar 

a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, 

contra la sentencia del 27 de junio de 2018, proferida por el Juzgado Décimo 

Cuarto Administrativo del Circuito de Cartagena, mediante la cual resolvió 

denegar las pretensiones de la demanda. 

 

III.- ANTECEDENTES 

 

3.1. LA DEMANDA2 

 

A través de apoderado judicial constituido para el efecto, CAMACOL-

BOLÍVAR, instauró demanda de nulidad simple en contra de CORVIVIENDA, 

para que, previo el trámite a que hubiere lugar, se accediera a las siguientes, 

 

3.1.1. Pretensiones3. 

 

                                                      
1 Esta decisión se toma virtualmente en aplicación del artículo 4 del ACUERDO PCSJA20-11521 

de 19 de marzo de 2020 del CSJ que autorizó a los Tribunales del país para hacer reuniones de 

trabajo y sesiones virtuales. 
2 Folio 1-8 cdno 1 (doc.1-8 Exp. Digital) 
3 Fols. 2-3 Cdno 1. (doc.2-3 Exp. Digital) 
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En ejercicio de la presente acción, la parte demandante elevó las siguientes 

pretensiones: 

 
PRETENSIONES PRINCIPALES: 

 

PRIMERA: Que se declare la nulidad de la Resolución N° 025 de 12 de febrero de 2016 “Por 

medio de la cual se fijan los requisitos y valores de expedición de los certificados de vivienda 

de interés social (CERTIVIS) que emite la entidad" expedida por el gerente del Fondo de 

Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de Cartagena –CORVIVIENDA. 

 

SEGUNDA: Que como consecuencia de lo anterior, se sustraiga del ordenamiento jurídico: la 

Resolución N° 025 de 12 de febrero de 2016 "'''Por medio de la cual se fijan los requisitos y valores 

de expedición de los certificados de vivienda de interés social (CERTIVIS) que emite la entidad" 

expedida por el gerente del Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de 

Cartagena - CORVIVIENDA. 

 

PRETENSIONES SUBSIDIARIAS 

 

En caso de no prosperar las pretensiones principales, respetuosamente solicito se despachen 

favorablemente las siguientes pretensiones subsidiarias: 

 

PRIMERA: Que se declare La nulidad parcial de La Resolución N° 025 de 12 de febrero de 2016, 

"Por medio de La cual se fijan Los requisitos y valores de expedición de los certificados de 

vivienda de interés social (CERTIVIS) que emite la entidad" expedida por el gerente del Fondo 

de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de Cartagena -CORVIVIENDA, en cuanto a la 

nulidad del artículo 4° de la parte resolutiva del mismo, el cual establece: 

 

"Artículo Cuarto. VALOR. Ei valor de la expedición de los Certificados De Vivienda De Interés 

Social (CERTIVIS) tendrá un costo equivalente al doce por ciento (12%) de un Salario mínimo 

legal mensual vigente (SMLMV) al momento de su expedición, por cada unidad habitacional 

que tenga la categoría VIS". 

 

Así como las normas concordantes con el mismo, especialmente el numeral 9° del artículo 

primero, de la parte resolutiva de la citada resolución.  

 

SEGUNDA: Que Como consecuencia de lo anterior, se sustraiga del ordenamiento jurídico el 

artículo Cuarto y el numeral 9° del artículo primero de la parte resolutiva de la Resolución N° 

025 de 12 de febrero de 2016 "Por medió de la cual se fijan los requisitos y valores de expedición 

de los certificados de vivienda de interés social (CERTIVIS) que emite la entidad", expedida por 

el gerente del Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de Cartagena - 

CORVIVIENDA. 

 

PRETENSIONES COMUNES A LAS PRINCIPALES Y SUBSIDIARIAS 

 

TERCERA: Que se ordene al Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de 

Cartagena - CORVIVIENDA, que en lo sucesivo se abstenga de establecer la tarifa y los 

elementos esenciales de la tasa CERTIVIS, por no ser de su competencia. 
CUARTA; Las demás que el juez estime procedentes.” 
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3.1.2. Hechos4. 

 

La parte demandante desarrolló los argumentos fácticos, que se ha de 

sintetizar así: 

 

Manifiesta que CORVIVIENDA, expidió la Resolución No. 025 del 12 de febrero 

de 2016, por medio de la cual fijó los requisitos y valores de expedición de los 

certificados de vivienda de interés social (CERTIVIS) que emite la entidad, a 

través de la misma, establece un porcentaje del 12% de un smlmv al momento 

de su expedición, por cada unidad habitacional que tenga la categoría de 

VIS, estableciéndose en dicho acto, que el cobro efectuado para la 

expedición del certificado, es un tributo en la modalidad de tasa. 

 

Indicó que, las tasas son contribuciones fiscales, las cuales su determinación le 

corresponde a los órganos de elección popular, por lo que el acto 

demandado contraviene normas constitucionales. 

 

Agrega que, la Resolución N° 025 de 2016, contraviene la normativa en la que 

debe fundarse, especialmente el artículo 140 del Estatuto Tributario Distrital de 

Cartagena (Acuerdo No. 041 del 21 de diciembre de 2006), puesto que si bien, 

es deber de CORVIVIENDA la expedición de Certificado de Vivienda de 

Interés Social - CERTIVIS, dicho establecimiento público, no tiene facultades 

otorgadas por ley, ordenanza o acuerdo, para fijar la tarifa de la TASA para la 

expedición de tal certificado. 

 

Finalizada aduciendo que, el acto demandado contiene una falsa 

motivación, puesto que dispone que la determinación de la tarifa o valor de 

la tasa CERTIVIS, corresponde a una función del gerente de CORVIVIENDA, 

establecida por el Acuerdo 004 del 26 de Agosto de 2003 del Concejo Distrital 

de Cartagena "Por medio del cual se adoptan los estatutos internos del Fondo 

de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de Cartagena”, que 

establece que es función de dicho funcionario disponer lo concerniente para 

el buen funcionamiento de la entidad, toda vez que tal función y/o facultad, 

no comprende ni guarda relación con la creación e imposición del tributo en 

modalidad de tasa ni la tarifa de la misma, para lo cual existen normas 

especiales que regulan la materia. 

 

                                                      
4 Fols. 3-4 Cdno 1 (doc.3-4 Exp. Digital) 
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3.1.3. Normas violadas y concepto de violación:  

 

Como normas violadas, la parte actora enuncia las siguientes: 
 

 Arts 150-12; 300-4; 313-4, y 338-1-2, Constitución Política. 

 Acuerdo No. 041 del 21 de diciembre de 2006, del Consejo Distrital de 

Cartagena. 

 

Afirma que, el acto demandado fue expedido sin competencia y de forma 

irregular, toda vez que el art.  338 de la C. Política, solamente el Congreso, las 

asambleas y los concejos distritales-municipales, pueden imponer 

contribuciones fiscales o parafiscales, y es la ley, las ordenanzas y los acuerdos 

los que deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos, las 

bases gravables,  las tarifas de los impuestos,  así mismo, es la ley, las 

ordenanzas y los acuerdos los que pueden permitir que las autoridades fijen la 

tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como 

recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en 

los beneficios que les proporcionen.  

 

El acto administrativo demandado, está incurso en nulidad por falsa 

motivación, debido a que, justifica la fijación de la tarifa de la tasa para la 

expedición del CERTIVIS en que el Acuerdo 004 de 2003, por el cual se adoptan 

los Estatutos Internos del Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana 

Distrital, señala las funciones del gerente del Fondo de Vivienda de Interés 

Social y Reforma Urbana Distrital de Cartagena entre las cuales está disponer 

lo concerniente para el buen funcionamiento de la entidad, y con 

fundamento en esto, establece que se hace necesario unificar y ajustar el 

valor de la emisión de CERTIVIS con el fin de recuperar los costos en que incurre 

la entidad para hacer más eficiente las funciones que debe cumplir. 

 

3.2. CONTESTACIÓN.  

 

CORVIVIENDA no contestó la demanda. 

 

3.3. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA5 

 

                                                      
5 Fols. 103-107 cdno 1 (doc.131-140 Exp. Digital) 
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Por medio de providencia del 27 de junio de 2018, la Juez Décimo Cuarto 

Administrativo del Circuito de esta ciudad, dirimió la controversia sometida a 

su conocimiento, denegando las pretensiones de la demanda. 

 

“PRIMERO: NEGAR la solicitud de decretar la nulidad de la Resolución 025 del 12 de 

febrero de 2016, expedida por el Gerente Fondo de Vivienda de Interés Social y 

Reforma Urbana de Cartagena (Corvivienda) y la subsidiaria de decretar la nulidad 

del artículo 4° de la misma resolución.  

 

SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente previa cancelación 

de su radicado”. 

 

Inició indicando que, nos encontramos frente a una tasa, pues cumple los 

elementos propios de la misma, es decir, el pago de una tarifa como 

retribución o recuperación de los gastos asumidos por la prestación de un 

servicio. 

 

Manifestó que, del oficio remitido al Concejo Distrital de Cartagena para que 

informara si existía algún acuerdo o proyecto que autorizara a la 

administración distrital a través de CORVIVIENDA u otra entidad, para realizar 

cobros por la expedición de los certificados de vivienda de interés social, se 

indicó que el Acuerdo 041 de 2006 en su artículo 140 literal h y 365 literal c, 

dispone lo oficiado.  

 

Así las cosas que, de la revisión de dicho acuerdo, encontró que el mismo no 

crea el certificado objeto de controversia, ni de manera expresa autoriza la 

fijación de una tarifa por la expedición del mismo, porque el objeto de dicha 

disposición se circunscribe a establecer una excepción tributaria respecto del 

denominado impuesto de "delineación a la construcción", a todos los 

proyectos de vivienda de interés social, estableciendo como requisito para 

hacer efectiva dicha excepción, que se aporte al curador respectivo la 

certificación que expide CORVIVIENDA de que la unidad habitacional es de 

interés social, por lo que dicha disposición no crea el certificado, ni establece 

costos por su expedición, cuestión diferente es que para obtener el beneficio 

regulado se deba aportar dicho certificado. 

 

Advirtió que, a pesar de que la entidad demandante al acusar de nulo el acto 

objeto de litigio no se sustentó en lo normado en la Ley 57 de 1985, así como 

tampoco la parte demandada tomó esa normativa como sustento de su 

defensa en el curso del proceso, no es menos cierto que en atención a la 

jurisprudencia antes mencionada, al consignarse en el acto acusado lo 
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relativo a la expedición de una certificación, es procedente atender a lo 

normado por la Ley 57 de 1985, en sus artículos 17 y 24. 
 

Agregó que, como quiera que no observó que el Distrito de Cartagena haya 

establecido a través del Concejo Distrital una fórmula para la determinación 

de la tarifas por expedición de copias y certificados, no cabe duda que el 

Gerente de Corvivienda podía fijar la tarifa por el servicio ofrecido en los 

términos de los artículos 17 y 24 de la Ley 57 de 1985, dado que dicha norma 

autoriza al funcionario competente de expedir copias o certificaciones la 

fijación de la tarifa, siempre que esta no sea mayor a los costos en que se 

incurre por el servicio prestado. 

 

Aunado a ello, destacó que desde la expedición del Decreto 717 del año 1992 

en su artículo 10° literal d), se autorizaba a Corvivienda a través de su división 

jurídica para "tramitar y expedirlas certificaciones sobre los actos y 

documentos de Corvivienda." Finalmente resaltó que la Resolución 025 de 

2016 tampoco es la que fija las tarifas por expedición del certificado de 

vivienda de interés social, sino que simplemente se limita a actualizar los 

valores, reposando en el expediente las resoluciones anteriores que regulaban 

la misma situación. 
 

3.4. RECURSO DE APELACIÓN 

 

3.4.1. CAMACOL6 

 

Como argumento de inconformidad, manifestó que ninguna tasa puede ser 

determinada por una autoridad diferente al legislador, por lo que no es cierto 

cuando el a-quo acertadamente considera que valor que se exige para la 

expedición de la CERTIVIS es un tributo en la modalidad de TASA y al mismo 

tiempo considerar que se trata de un derecho de expedición (costo) que 

puede determinar directamente el gerente de CORVIVIENDA en virtud de los 

art. 17 y 24 de la Ley 57 de 1985. 

 

Así las cosas, el Concejo Distrital de Cartagena, es quien tiene la facultad de 

reglamentar su monto y elementos esenciales, y de la lectura del Estatuto 

Tributario del Distrito de Cartagena, no se establece que se delega al gerente 

de CORVIVIENDA esta facultad. 

 

                                                      
6 Fols. 110-112 Cdno 1 (doc. 144-148) 
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El despacho tampoco tuvo en cuenta que de conformidad con lo previsto en 

norma posterior a la ley 57 de 1985, en particular la Ley 962 de 2005 prohíbe a 

las entidades fijar tarifas por los servicios que presta o por la realización de sus 

funciones. Los actos aportados por CORVIVIENDA (Acuerdo 004 de 26 de 

agosto de 2003, Acuerdo 37 de 1991, Decreto 717 de 1992) confirman que no 

existe ley, ordenanza o acuerdo que haya autorizado al gerente de dicha 

entidad a fijar el monto para expedición del CERTIVIS y tampoco desvirtúa su 

calidad de tasa. 

 

De igual forma, indicó que el a-quo al analizar motivadamente cada una de 

las normas citadas por la resolución demandada y los aportados durante el 

debate probatorio, no advirtió la desproporcionalidad en el monto fijado o 

que la misma excedía del costo de la reproducción para la expedición del 

CERTIVIS, omitiendo valorar las resoluciones anteriores al objeto de debate, 

que fueron aportados al proceso como prueba de la forma de determinar el 

monto de la tasa. 
 

Finalmente aduce que el juez de primera instancia, tampoco motivó su 

negativa de atender los argumentos de falsa motivación, reiterando los 

fundamentos de la demanda respecto a este cargo de nulidad. 

 

3.5. ACTUACIÓN PROCESAL 

 

La demanda en comento fue repartida ante el Tribunal Administrativo de 

Bolívar, el 12 de septiembre de 20187; se procedió a dictar auto admisorio del 

recurso el 26 de marzo de 20198; y, se corrió traslado para alegar de conclusión 

el 17 de junio de 20199. 

 

3.6. ALEGATOS DE CONCLUSION  

 

3.6.1. Parte demandante10: Presentó escrito de alegatos, reiterando los 

argumentos de la demanda y el recurso de alzada.  

 

3.6.2. Parte demandada11: Presentó escrito de alegatos, solicitando se 

confirme la sentencia de primera instancia  

                                                      
7 Fol. 3 Cdno 2 
8 Fol. 5 Cdno 2  
9 Fol. 10 Cdno 2. 
10 Fols. 13-14 cdno 2 
11 Fols. 15-17 
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3.6.3. Ministerio Público: No allegó el concepto de su competencia.  

 

IV.- CONTROL DE LEGALIDAD 

 

Tramitada la primera instancia y dado que, no se observa causal de nulidad, 

impedimento o irregularidad que pueda invalidar lo actuado, se procede a 

decidir la controversia suscitada entre las partes, previas las siguientes, 

 
 

V.- CONSIDERACIONES 

 

5.1. Competencia. 

 

Es competente esta Corporación para conocer el presente proceso en 

segunda instancia, por disposición del artículo 153 del CPACA. 

 

De igual forma es competente únicamente en relación con los reparos 

concretos formulados por el apelante, conforme los artículos 320 y 328 del 

C.G.P. 

 

5.2. Problema jurídico 

 

De conformidad con los argumentos del recurso de alzada, considera la Sala 

que se debe determinar si: 

 

¿Resulta procedente la declaratoria de nulidad del artículo 4 y numeral 9 

del artículo 1 de la Resolución No.025 del 12 de febrero de "por medio de 

la cual se fijan los requisitos y valores de expedición de los certificados de 

vivienda de interés social (CERTIVIS) que emite la entidad", por infringir las 

normas en que debe fundarse, sin competencia de quien lo profirió y 

mediante falsa motivación? 

 

5.3. Tesis de la Sala 

 

La Sala revocará la sentencia de primera instancia, y en su lugar declarará la 

nulidad del artículo 4 de la resolución demandada, toda vez que no se 

demostró que el gerente de Corvivienda, tuviera competencias para fijar 

valores o porcentajes por concepto de la expedición del CERTIVIS, y mucho 

menos que dicha competencia fuera delegada por el Concejo Distrital de 

Cartagena mediante acuerdo distrital.  
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En cuanto al numeral 9 del artículo 1 de la misma resolución, encuentra esta 

Sala que no es posible declarar su nulidad, toda vez que no se está 

debatiendo la creación del CERTIVIS, sino el monto fijado para la expedición 

del mismo, por lo tanto al encontrarse vigente el mismo, así como la asignación 

de un valor para su expedición, este requisito es completamente exigible; 

aunque el monto fijado mediante la resolución demandada sea declarado 

nulo, ello no impide que con posterioridad a esta providencia, el órgano 

competente, esto es, el Concejo Distrital, determine las tarifas 

correspondientes, o transfiriera dicha competencia a la entidad aquí 

demandada. 

 

5.4. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 

5.4.1. Facultad de los municipios para crear impuestos 
 

El artículo 338 de la Constitución Política indica lo siguiente:  

ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 

departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer 

contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, 

directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas 

de los impuestos. 

La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa 

de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de 

los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 

proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la 

forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 

Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el 

resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse 

sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva 

ley, ordenanza o acuerdo”. 

Respecto del artículo 338 de la Constitución Política, la Corte 

Constitucional  ha  sostenido lo siguiente12: 

“[…] es necesario destacar que el aludido precepto constitucional no tiene el sentido 

de concentrar en el Congreso la competencia exclusiva y excluyente para establecer 

los elementos de todo tributo, incluidos los que establezcan las asambleas 

departamentales y los concejos municipales y distritales, pues ello implicaría, ni más ni 

menos, el desconocimiento del ámbito propio e inalienable que la 

                                                      
12 C-413 de 1996 
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Constitución reconoce a las entidades territoriales en cuanto al establecimiento de 

gravámenes en sus respectivos territorios. 

[…] 

“Cuando la Constitución estatuye que tales competencias de los cuerpos de elección 

popular habrán de ser ejercidas de acuerdo con la ley no está dando lugar a la 

absorción de la facultad por parte del Congreso, de tal manera que las asambleas y 

los concejos deban ceder absolutamente su poder de imposición al legislador. Este, 

por el contrario, al fijar las pautas y directrices dentro de las cuales obrarán esas 

corporaciones, tiene que dejar a ellas el margen que les ha sido asignado 

constitucionalmente para disponer, cada una dentro de las circunstancias y 

necesidades específicas de la correspondiente entidad territorial, lo que concierne a 

las características de los gravámenes que vayan a cobrar. 

“Por eso, el mismo artículo 338 de la Constitución, que el demandante estima violado, 

dispone con claridad que no solamente la ley sino las ordenanzas y los acuerdos son 

los actos que consagrarán directamente los elementos de los tributos. Tal competencia 

está deferida, pues, según que el gravamen sea nacional, departamental, distrital o 

municipal, al Congreso, a las asambleas y a los concejos. 

(…) 

“Dentro de ese contexto, la referencia a la obligación de señalar en el acto creador 

del impuesto los elementos esenciales de la obligación tributaria ha de entenderse 

hecha, según el tipo de gravamen, por el nivel territorial al que corresponda, de lo cual 

se infiere que si el legislador, como puede hacerlo (artículos 295, 300-4 y 313-4), decide 

regular o establecer normas generales sobre tributos del orden departamental, 

municipal o distrital, no se le puede exigir, ni debe permitírsele, que en la ley respectiva 

incluya directamente todos los componentes del tributo (hecho gravable, base 

gravable, sujetos activos, sujetos pasivos y tarifas) o, en los casos de tasas y 

contribuciones, el método y el sistema para recuperación 

de  costos  o  la  participación  en beneficios -como sí está obligado a hacerlo 

tratándose de tributos nacionales-, pues su función no es, ni puede ser, según las reglas 

de la descentralización y la autonomía de las entidades territoriales, la de sustituir a los 

órganos de éstas en el ejercicio de la competencia que les ha sido asignada por la 

Constitución. (Negrillas fuera de texto). 

De acuerdo con lo anterior, el artículo 338 de la Constitución Política señala la 

competencia que tienen los entes territoriales para que, a través de sus órganos 

de representación popular, determinen los presupuestos objetivos de los 

gravámenes de acuerdo con la ley, sin que tal facultad sea exclusiva del 

Congreso, pues, de lo contrario, se haría nugatoria la autorización que 

expresamente la Carta les ha conferido a los departamentos y municipios en tales 

aspectos. 

No obstante, el Consejo de Estado ha precisado que la mencionada 

competencia en materia impositiva de los municipios no es ilimitada, pues no 



 

  

 

  

 

   
 

13-001-33-33-014-2016-00597-01 

    

 

 

 
Código: FCA - 008 

 

 

 

 

Versión: 03 

 

 

 

 

Fecha: 03-03-2020   

 

 

 

11 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR  

SENTENCIA No.067/2021 

SALA DE DECISIÓN No. 004 

 

 
puede excederse al punto de establecer tributos ex novo, dado que el poder 

tributario está atribuido al Congreso de la República y partir del establecimiento 

legal del impuesto, los entes territoriales pueden establecer, de conformidad con 

las pautas dadas por la Ley, los elementos de la obligación tributaria cuando 

aquella no los haya fijado directamente13. 

 

5.4.2. Tasa por expedición de copias y certificaciones  

Se consideran tasas aquellos gravámenes que cumplan las siguientes 

características: (i) la prestación económica necesariamente tiene que 

originarse en una imposición legal; (ii) la misma nace como recuperación total 

o parcial de los costos que le representan al Estado, directa o indirectamente, 

prestar una actividad, un bien o servicio público; (iii) la retribución pagada por 

el contribuyente guarda relación directa con los beneficios derivados del bien 

o servicio ofrecido, así lo reconoce el artículo 338 Superior al disponer que: “La 

ley [puede] permitir que las autoridades fijen las tarifas de las [tasas] que 

cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios 

que les presten”; (iv) los valores que se establezcan como obligación tributaria 

excluyen la utilidad que se deriva de la utilización de dicho bien o servicio; (v) 

aun cuando su pago resulta indispensable para garantizar el acceso a 

actividades de interés público o general, su reconocimiento tan sólo se torna 

obligatorio a partir de la solicitud del contribuyente, por lo que las tasas 

indefectiblemente se tornan forzosas a partir de una actuación directa y 

referida de manera inmediata al obligado; (vi) el pago, por regla general, es 

proporcional, pero en ciertos casos admite criterios distributivos, como por 

ejemplo, con las tarifas diferenciales. 

 La Ley 57 de 1985 también autorizó el cobro de copias, certificaciones y 

constancias que expidan la Nación, los departamentos y los municipios y 

dispuso que dicho cobro estuviera sujeto a la cantidad de copias solicitadas, 

según la tarifa que fije el funcionario competente, sin exceder, en todo caso, 

el costo de la reproducción.  

Ahora bien, la Corte Constitucional, mediante sentencia C-099 del 31 de enero 

de 2001 con ocasión de la demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 

24 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 17 de la 

Ley 57 de 1985, declaró exequible la norma acusada y para el efecto precisó: 

(…) De esta forma, la Corte Constitucional señaló que la tasa por expedición 

de copias y certificados está ajustada a la Constitución y precisó que 

                                                      
13 Sentencia de 9 de julio de 2009, exp 16544 
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conforme con la ley, los municipios están autorizados para determinar la tarifa 

correspondiente, siempre y cuando no exceda el costo de la reproducción.  

Lo anterior, por cuanto las tasas o derechos deben ser fijadas por la ley, y sólo 

se puede transferir la competencia para que la autoridad territorial determine 

las tarifas correspondientes. Así, el inciso 2º del artículo 338 de la Constitución 

Política señala: “La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las 

autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los 

contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les 

presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema 

y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su 

reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos”. 

 Sin embargo, como lo precisó la misma Corte: “… La ley no tiene por qué 

contener una descripción detallada de los elementos y procedimientos que 

deben tenerse en cuenta para establecer los costos y definir las tarifas.  Tal 

exigencia haría inútil la delegación prevista en la Constitución, y crearía un 

marco rígido dentro del cual no podrían obrar las autoridades competentes. 

(…)  

El artículo 17 de la Ley 57 de 1985 fijó los criterios para determinar la tarifa de la 

tasa así: “En ningún caso el precio fijado podrá exceder el costo de la 

reproducción”, previsión que la Corte Constitucional encontró ajustada a la 

Constitución Política y que se encuentra acorde con lo señalado por la misma 

Corte al disponer: “La habilitación constitucional al legislador para otorgar a la 

autoridad administrativa la facultad de fijar una tarifa, no puede ser entendida 

como la autorización de entregarle a la administración una función 

discrecional. La única facultad que la ley puede delegar en la autoridad 

administrativa es la de ajustar el monto del tributo a los costos de un servicio o 

a los precios de un beneficio, según los criterios que el legislador defina. 

5.5. CASO CONCRETO 

 

5.5.1. Hechos probados 

 

 Copia de la Resolución No. 025 del 12 de febrero de 2016, por medio de 

la cual se fijan los requisitos y valores de expedición de los certificados 

de vivienda de interés social (CERVITIS) que emite la entidad, expedido 

por CORVIVIENDA14 .  

                                                      
14 Fols. 15-16 y 49-51 (doc. exp. Digital).  
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 Copia del Acuerdo 004 del 26 de agosto de 2003, por el cual se adoptan 

los estatutos internos del Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma 

Urbana del Distrito de Cartagena-Corvivienda, expedido por el Consejo 

Directivo de Corvivienda15.  

 Acuerdo 37 del 19 de junio de 1991, expedido por el Concejo Distrital de 

Cartagena, por medio del cual se crea Fondo de Vivienda de Interés 

Social y Reforma Urbana16.  

 Decreto No. 717 del 23 de junio de 1992, por medio del cual el Alcalde 

de Cartagena, modifica y organiza la estructura administrativa del 

Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana17.  

 Resolución No. 083 del 2 de junio de 2005, por medio de la cual se 

modifica la Resolución No. 073 del 18 de septiembre de 2002, que fija el 

valor de las copias, certificaciones y otros servicios de Corvivienda18.  

 Resolución No. 253 del 27 de octubre de 2009, por la cual se modifica 

parcialmente la Resolución No. 083 del 2 de junio de 200519.  

 Resolución No. 047 del 17 de febrero de 2012, por la cual se fija el valor 

de las copias, reproducciones fotostáticas, certificaciones y otros 

servicios de Corvivienda20  

 

5.5.2 Análisis crítico de la prueba frente al marco normativo y jurisprudencial.  

 

En el presente asunto, se pretende la nulidad de la Resolución 025 del 12 de 

febrero de 2016, específicamente, su artículo cuarto y numeral noveno del 

artículo primero, el cual establece el valor de la expedición de certificados de 

vivienda de interés social en un 12% del smlmv por cada unidad habitacional 

y exige la constancia original de pago del mismo, respectivamente. Aclara la 

Sala que, no se estudiará la pretensión principal consistente en la nulidad de 

la Resolución 025 del 12 de febrero de 2016 en su integridad, puesto que los 

fundamentos de la demanda y el recurso de alzada, atacan la nulidad parcial 

en cuanto a los artículos 4 y numeral 9 del artículo 1, denominado pretensión 

subsidiaria.  

 

Encuentra esta Sala que, mediante Acuerdo 37 del 19 de junio de 1991, 

expedido por el Concejo Distrital de Cartagena, se crea Fondo de Vivienda 

                                                      
15 Fols. 52-62 (doc. exp. Digital). 
16 Fols. 63-71 (doc. exp. Digital). 
17 Fols. 74-82  
18 Fols. 83 
19 Fols. 84-85 
20 Fols. 86-88 
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de Interés Social y Reforma Urbana21, en el mismo se establece en su artículo 

13 las funciones del gerente de la entidad:  

 

 

 

Posteriormente, a través de Decreto No. 717 del 23 de junio de 1992, por medio 

del cual el Alcalde de Cartagena, modifica y organiza la estructura 

administrativa del Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana22, 

determinando en el artículo 6, las funciones del gerente de la entidad:  

  

        

 

Adicional a lo anterior, se avizora que mediante Acuerdo 004 del 26 de agosto 

de 2003, el Consejo Directivo de Corvivienda adopta los estatutos internos del 

de dicha entidad23, determinando en su artículo vigésimo las funciones del 

gerente de CORVIVIENDA.   

                                                      
21 Fols. 63-71 (doc. exp. Digital). 
22 Fols. 74-82  
23 Fols. 52-62 (doc. exp. Digital). 
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En el caso concreto, mediante Resolución No. 025 del 12 de febrero de 2016, 

CORVIVIENDA fijó los requisitos y valores de expedición de los certificados de 

vivienda de interés social (CERVITIS) que emite la entidad24, determinando en 

su artículo 4, que el mismo correspondería a un 12% del smlmv por cada 

unidad habitacional. Dicho tributo, tal y como quedó establecido en la 

sentencia de primera instancia, connota la naturaleza de una tasa, la cual, 

conforme al artículo 338 constitucional, solo puede ser fijada a través de la ley, 

las ordenanzas y los acuerdos, indicando las mismas los sujetos activos y 

pasivos, los hechos, las bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 

                                                      
24 Fols. 15-14 y 49-51 (doc. exp. Digital).  
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Ahora bien, pese a que la constitución permite que las autoridades fijen la 

tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como 

recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en 

los beneficios que les proporcionen; el sistema y el método para definir tales 

costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, 

las ordenanzas o los acuerdos. 
 

En virtud de ello, no encuentra probado esta Sala a través de los actos 

administrativos antes citados, los cuales regulan las funciones del Gerente de 

Corvivienda, que dicho funcionario, ostente la función de establecer el valor 

o porcentaje de las tasas, adicionalmente, en el proceso no se avizora prueba 

de dicha delegación por parte del Consejo Distrital de Cartagena, toda vez 

que, si bien el Acuerdo 041 de 200625, en su artículo 140 establece que las 

curadurías previo al reconocimiento de la exoneración del pago en la 

liquidación del impuesto de Delineación a la Construcción las curadurías 

distritales, solicitarán la certificación expedida por el Fondo de Vivienda de 

Interés Social y Reforma Urbana Distrital “Corvivienda” de que se trata de un 

proyecto de vivienda de interés social, según lo establecido en la Ley 9 de 

1989, la Ley 3 de 1991 y la Ley 388 de 1997, no se indica en estas normativas 

que la regulación este en cabeza del gerente de la entidad de vivienda 

territorial.  

 

Aunado a ello, la Corte Constitucional mediante sentencia C-099 del 31 de 

enero de 2001, indicó que las tasas o derechos deben ser fijadas por la ley, y 

sólo se puede transferir la competencia para que la autoridad territorial 

determine las tarifas correspondientes, en ese sentido, al no allegarse por parte 

de CORVIVIENDA el acuerdo por medio del cual el Concejo Distrital de 

Cartagena, fijara la tasa denominada “certificado de vivienda de interés 

social”, y la regulación de la misma, no podía el gerente de CORVIVIENDA 

establecer un porcentaje sobre la misma, tal y como lo realizó en la resolución 

objeto de nulidad.  

Lo anterior, encuentra respaldo en igual sentido en el Acuerdo 041 de 2006 

correspondiente al Estatuto Tributario del Distrito de Cartagena, el cual en su 

artículo 30, determina la autonomía y reglamentación de los tributos, 

manifestando que corresponde al Concejo Distrital establecer, reformar o 

eliminar tributos, impuestos y sobretasas, ordenar exenciones tributarias y 

                                                      
25https://www.cartagena.gov.co/Documentos/2021/Transparencia/Planeacion/PLyManuales/Estatuto_

Tributario.pdf 
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establecer sistemas de retención con el fin de garantizar el efectivo recaudo 

de aquellos. 

 

Adicionalmente, la Ley 962 de 200526, vigente para la presentación de la 

demanda, reguló en su artículo 16, los cobros no autorizados por parte de los 

organismos o entidades públicas: 

“ARTÍCULO 16. COBROS NO AUTORIZADOS.  Ningún organismo o entidad de la 

Administración Pública Nacional, departamental, distrital o municipal, podrá cobrar por 

la realización de sus funciones valor alguno por concepto de tasas, contribuciones, 

certificaciones, formularios o precio de servicios que no estén expresamente 

autorizados por la ley o mediante norma expedida por las corporaciones públicas del 

orden territorial. El cobro y la actualización de las tarifas deberá hacerse en los términos 

señalados en la ley, ordenanza o acuerdo que las autorizó. 

Las autoridades no podrán incrementar las tarifas o establecer cobros por efectos de 

la automatización, estandarización o mejora de los procesos asociados a la gestión de 

los trámites”. 

En ese orden de ideas, no comparte esta Sala la decisión adoptada por la A-

quo, toda vez que, el gerente de CORVIVIENDA no tiene competencias para 

fijar porcentajes o valores, por las tasas que se establezcan, sin que medie, 

cesión expresa de dicha competencia por parte del Concejo Distrital de 

Cartagena, toda vez que, si bien existe una ley que autoriza a las entidades 

territoriales a regular la tasa que les permita recuperar el costo por la 

reproducción de copias o por la expedición de constancias y certificaciones 

o por la prestación de un servicio, no se demostró que, la misma haya 

emanado del  Concejo Distrital de Cartagena. 

 

Así las cosas, esta Sala REVOCARÁ la sentencia de primera instancia y en su 

lugar declarará la nulidad del artículo cuarto de la Resolución 025 del 12 de 

febrero de 2016, proferido por CORVIVIENDA que estableció el valor de la 

expedición de certificados de vivienda de interés social en un 12% del smlmv 

por cada unidad habitacional. 

 

Frente al numeral 9 del artículo 1, esta Corporación lo mantendrá incólume, 

debido a que, el mismo establece lo siguiente: 

 

                                                      
26 Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos 

administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen 

funciones públicas o prestan servicios públicos. 
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“Articulo Primero. Requisitos para la expedición de los Certificados Do Vivienda De 

Interés Social (CERTIVIS): Para la expedición de los CERTIVIS el interesado deberá 

aportar los siguientes documentos: 

(…) 

9. Original del recibo de consignación mediante el cual se cancele el valor de los 

CERTIVIS solicitados.”   

 

En ese sentido, en el presente asunto  no se está debatiendo la creación del 

CERTIVIS, sino que con los documentos donde se solicita al mismo, debe 

acompañarse el valor que se debe cancelar por tal certificado, teniendo en 

cuenta que hay unas resoluciones anteriores a las que aquí se estudia y que 

no fueron objeto de esta demanda que fijan un valor para él, y de 

conformidad con la norma constitucional y legal las tasas tienen un valor que 

debe ser cobrado, para la expedición del mismo, por lo tanto al encontrarse 

vigente dicho documento, así como la asignación de un valor para su 

expedición, este requisito es completamente exigible; aunque el monto fijado 

mediante la resolución demandada sea declarado nulo, ello no impide que 

con posterioridad a esta providencia, el órgano competente, esto es, el 

Concejo Distrital, determine las tarifas correspondientes, o transfiriera dicha 

competencia a la entidad aquí demandada tal y como lo estableció la Corte 

Constitucional en sentencia C-099 del 31 de enero de 2001,  por lo que su 

cobro es legalmente permitido, conforme lo expuesto a lo largo de este 

proveído. 

 

5.6. De la condena en costas. 

 

El artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo señala, que “Salvo en los procesos en que se ventile un interés 

público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación 

y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”. A su 

turno, el artículo 365 del Código General del Proceso señala que se condenará 

en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva 

desfavorablemente el recurso de apelación. 

 

En el caso concreto, esta Corporación se abstendrá de condenar en costas a 

la parte vencida, puesto que esto es una acción pública en la cual no es 

permitido este tipo de condenas. 

 

 

 

VI.  DECISIÓN 
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En mérito de lo expuesto, el Tribunal Contencioso Administrativo de Bolívar, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

VI.- FALLA: 

 

PRIMERO: REVOQUESE la sentencia de primera instancia, por las razones 

expuestas en este proveído.  

 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, DECLARESE LA NULIDAD del 

artículo cuarto de la Resolución 025 del 12 de febrero de 2016, proferido por 

CORVIVIENDA que estableció el valor de la expedición de certificados de 

vivienda de interés social en un 12% del smlmv por cada unidad habitacional, 

por las razones expuestas en este proveído, 

 

TERCERO: DENEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

 

CUARTO: ABSTENERSE DE CONDENAR EN COSTAS a la parte vencida, conforme 

a lo expuesto en esta providencia. 

 

QUINTO: DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen, previas las 

anotaciones de ley en los libros y sistemas de radicación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Constancia: El proyecto de esta providencia fue estudiado y aprobado en 

sala virtual No.030 de la fecha. 

LOS MAGISTRADOS 

 
 

 

 

 

                                                                                    

 


